
TUTELA CONTRA PROVIDENCIA JUDICIAL/ Improcedencia por prematura presentación de la tutela, se encuentra pendiente el trámite de impedimento
“Diríase, entonces, que la acción de tutela se torna prematura, porque la cuestión está en trámite y corresponde al Tribunal, según dispuso el Juzgado accionado, definir quién debe seguir conociendo de las acciones populares; solo entonces, cuando sea asignado el caso, podrán resolverse los memoriales presentados. ”

ACCIÓN DE TUTELA/ No es un medio para elevar quejas disciplinarias/ Improsperidad cuando no se acredita la vulneración alegada

“(…) Como eso es así de claro, no corresponde a esta Colegiatura definir cuestiones que son de carácter disciplinario, que es a lo que se refiere la aludida ley, y para formular la denuncia que estime pertinente tiene el accionante abierto el camino bien ante el superior funcional de la Defensoría acusada, o bien ante la Procuraduría General de la Nación..   

(…) no se ha demostrado que para promover la presente acción, el señor Arias Idárraga hubiese elevado alguna solicitud y se le hubiera negado; y no podría pensarse que se trate de cualquier gestión genérica realizada con anterioridad, pues eso implicaría (…) que habría más de una tutela por los mismos hechos y derechos, contra una sola entidad, como parece ser que ya ocurre (…) Adicionalmente, si no se entendiera que el reclamo tiene que ver con este específico asunto, se llegaría al absurdo de una acumulación de pretensiones contra dos sujetos completamente diferentes, por hechos que carecen de conexidad y en la búsqueda de unas declaraciones distintas respecto de cada uno..”  
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Acta N° 186 de abril 26 de 2016
Decide la Sala las acciones de tutela de la referencia propuestas por Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Segundo Civil del Circuito local, a la que fueron vinculadas las Defensorías del Pueblo Regionales Risaralda y Caldas, el Ministerio Público y Andrés Mauricio Arboleda.
ANTECEDENTES
Javier Elías Arias Idárraga, actuando en su propio nombre, presentó acciones de tutela contra el Juzgado Segundo Civil del Circuito de esta ciudad, radicadas con los números 2016-00436 y 2016-00438-00. En ambos casos aduce la violación de los derechos “al debido proceso, la igualdad y la debida administración de justicia”, cuya protección depreca. Pide, además, que en relación con las acciones populares radicadas “2015-62 y 2015-36” que fueron enviadas por parte del Juzgado Primero Civil del Circuito, manifieste si existe renuencia en el trámite de las mismas, como lo solicitó en sendos memoriales; además, escanear copia de su tutela y del fallo a un correo electrónico, la expedición de copias de todo lo actuado, darle trámite a la acción de tutela contra la Defensoría del Pueblo de Caldas, por negarse a impetrar tutelas a su nombre; ordenar a la accionada que aporte copia  de todos los documentos que solicitó como pruebas y que proceda a notificar inmediatamente al demandado en la acción popular. 
 



Dijo en sus escritos que actúa en las acciones populares con las radicaciones anunciadas, que fueron remitidas a la funcionaria demandada, quien aceptó el impedimento del Juez Primero Civil del Circuito, empero olvidó pronunciarse sobre la renuencia que presentó.
Se dispuso el trámite respectivo y la vinculación del Ministerio Público, las Defensorías del Pueblo Regionales Risaralda y Caldas. Luego, el accionante, solicitó dar aplicación inmediata al auto 100 de la Corte Constitucional, que se tramiten las tutelas de manera integral y se declare la nulidad de lo actuado. 
La Procuradora Regional de Risaralda se pronunció en el sentido de que su labor en estos asuntos es velar por los derechos colectivos en juego. 
La Defensora del Pueblo de Caldas, previo reproche del actuar del demandante que ha generado una congestión judicial, en contravía de lo prevenido por el numeral 1º del artículo 95 de la Constitución Nacional, dio cuenta de la gestión de esa entidad tendiente a prestarle asesoría, no solo en la presentación de acciones constitucionales, sino en peticiones relacionadas con la supuesta inseguridad de la cual aduce ser víctima; señaló que se le ha orientado acerca de que la interposición de esta clase de acciones debe realizarse como ultima ratio, pero manifiesta que “QUIERE CONGESTIONAR EL SISTEMA JUDICIAL DEL PAÍS”, al punto que contra esa entidad ha presentado alrededor de 295 acciones de tutela por los mismos hechos, en un claro abuso de los derechos que la Carta otorga a los ciudadanos; que eliminado el incentivo que contemplaba la Ley 472, el mecanismo para obtener un considerable provecho económico son las costas y agencias en derecho; que solicita defensores para la promoción de acciones de tutela y también para procesos ejecutivos tendientes al cobro de aquellas y, por ello, dado el evidente carácter económico pretendido y el ánimo de congestionar los despachos judiciales, es que la entidad no coadyuva la presentación de sus acciones, ni las presenta en su nombre; finalmente, estima que el accionante actúa con temeridad y mala fe. 
Por su parte, la titular del Juzgado accionado remitió las copias solicitadas. De su revisión, se hizo necesaria la citación de Andrés Mauricio Arboleda, quien guardó silencio.
CONSIDERACIONES

La acción de tutela se constituye en un medio ágil y expedito para que toda persona pueda reclamar ante los jueces, en cualquier momento y lugar, la protección de sus derechos fundamentales, si ellos son vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública y, en determinados casos, por particulares.

  



En el caso presente, se acude en procura de los derechos fundamentales “al debido proceso, igualdad y debida administración de justicia”, bajo la premisa de que la parte accionada, quien recibió las acciones populares anunciadas del Juzgado Primero Civil del Circuito, ante el declarado impedimento de su titular, y pese a pronunciarse sobre el mismo, no lo hizo en relación con la solicitud de que manifestara si existía renuencia en el trámite de esos asuntos. 
 



Sin embargo, con la información suministrada por el despacho judicial demandado, sobran mayores esfuerzos para definir que el amparo propuesto se torna improcedente, pues si una acción de esta estirpe, como se anunció, tiene como objetivo la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales cuando se vean resquebrajados por acción u omisión de la autoridad, en el caso concreto, no hay de dónde colegir una situación semejante, sencillamente, porque si lo que se solicita, es que se ordene al Juzgado Segundo Civil del Circuito que se pronuncie sobre una aparente solicitud para que se le indique si existe renuencia, lo cierto es que con la decisiones adoptadas por este despacho, en las que desechó el impedimento declarado por su homólogo (f. 31, 32, 40 y 41), se imposibilita de su parte cualquier otro pronunciamiento, máxime cuando se dispuso remitir las actuaciones al superior para que se resuelva lo pertinente. 

    



Diríase, entonces, que la acción de tutela se torna prematura, porque la cuestión está en trámite y corresponde al Tribunal, según dispuso el Juzgado accionado, definir quién debe seguir conociendo de las acciones populares; solo entonces, cuando sea asignado el caso, podrán resolverse los memoriales presentados.  

   



Esto, sin dejar de resaltar que se dijo que las peticiones eran aparentes, porque en ninguno de los juegos de copias de las acciones populares remitidos, reposa el memorial cuya resolución reclama el accionante, lo que, en todo caso, daría al traste con su pretensión. 
 



En cuanto a que se escanee copia de su tutela y del fallo a su correo electrónico, se tiene que de todo lo actuado se le envía al demandante copia al correo electrónico suministrado para recibir notificaciones personales.  A su costa se expedirán las copias físicas requeridas.

  



En lo que atañe a la petición contra la Defensoría del Pueblo de Caldas, se tiene que su pretensión es concreta, que se determine “si posiblemente viola ley 734 de 2002 al negarse a impetrar tutelas a mi nombre y se le ordene cumpla su función deber…”. Como eso es  así de claro, no corresponde a esta Colegiatura definir cuestiones que son de carácter disciplinario, que es a lo que se refiere la aludida ley, y para formular la denuncia que estime pertinente tiene el accionante abierto el camino bien ante el superior funcional de la Defensoría acusada, o bien ante la Procuraduría General de la Nación. 

  



Más aún, en el caso concreto no se ha demostrado que para promover la presente acción, el señor Arias Idárraga hubiese elevado alguna solicitud y se le hubiera negado; y no podría pensarse que se trate de cualquier gestión genérica realizada con anterioridad, pues eso implicaría, como ya lo ha dicho esta Sala en otras ocasiones, que habría más de una tutela por los mismos hechos y derechos, contra una sola entidad, como parece ser que ya ocurre, según la respuesta, en la que se aduce que hay 295 acciones de tutela en contra de la Defensoría. Adicionalmente, si no se entendiera que el reclamo tiene que ver con este específico asunto, se llegaría al absurdo de una acumulación de pretensiones contra dos sujetos completamente diferentes, por hechos que carecen de conexidad y en la búsqueda de unas declaraciones distintas respecto de cada uno.

  



Por tanto, se absolverá a dicha Defensoría y a las demás entidades involucradas.

   



Por último, en lo que al memorial de folio 10 se refiere, no comprende la Sala qué es lo que quiere el demandante con que se tramiten sus tutelas de manera integral, si bien a todas las que promueve se les imprime el trámite que la ley tiene establecido para ellas, incluida la acumulación, como se explicó con suficiencia al comienzo. Menos puede atenderse la petición de nulidad, que no se funda en ninguna causal específica. 
DECISIÓN

En armonía con lo dicho, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, DECLARA IMPROCEDENTE el amparo impetrado, así como las demás pretensiones elevadas por Javier Elías Arias Idárraga, contra el Juzgado Segundo Civil del Circuito local, a la que fueron vinculadas las Defensorías del Pueblo Regionales Risaralda y Caldas, el Ministerio Público y Andrés Mauricio Arboleda.
Se NIEGAN las pretensiones contra la Defensoría del Pueblo de Caldas, así como la nulidad impetrada. Se absuelve a las demás entidades vinculadas. 

Notifíquese la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992 y si no es impugnada remítase a la Corte Constitucional para su eventual revisión. Una vez regrese el asunto, si el fallo no fuere objeto de alzada, ni revisado, se dispone el archivo del mismo, sin trámites adicionales.

Los Magistrados,

 



JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS   
          DUBERNEY GRISALES HERRERA  
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